Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 7 minutos.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


“La Unión de Comerciantes de Cerro Chato solicita ser recibida por la Comisión a efectos de 
entregar documentación referida a la Asamblea de Socios y Vecinos a favor del emprendimiento Aratirí. 


El Grupo de Amistad Interparlamentario Uruguay-Alemania remite nota invitando a la reunión 
que se llevará a cabo mañana jueves 5, a la hora 11, a fin de recibir a una delegación del Parlamento 
de la República Federal de Alemania. 


La Oficina de la Organización de los Estados Americanos remite nota solicitando que la 
Comisión reciba al delegado del Secretario General, señor Moisés Benamor, responsable de organizar 
un seminario en Uruguay sobre Responsabilidad Social Empresarial, para poder relevar un diagnóstico 
de la situación actual en materia de Responsabilidad Social Empresarial a nivel del Parlamento.” 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, la próxima semana la Comisión podría recibir a 
la Unión de Comerciantes de Cerro Chato, luego de escuchar a las delegaciones de la Asociación 
Rural del Uruguay y de la Federación Rural. 


Con respecto al Grupo de Amistad Interparlamentario Uruguay - Alemania, sería 
importante que estuviéramos presentes porque viene una delegación del Parlamento de la República 
Federal de Alemania. 


Por último, el día miércoles 11 la Comisión podría recibir al delegado del Secretario General 
de la Organización de los Estados Americanos, señor Moisés Benamor. 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Promoción de Parques Tecnológicos Industriales.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios tiene el agrado de recibir a 
los integrantes de la Asociación de Promoción de Parques Tecnológicos Industriales, a fin de que 
expongan su actual situación y perspectivas de futuro. 


Desde ya les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR CABRERA.- Buenas tardes. Soy el actual Presidente de la Asociación de Promoción de 
Parques Tecnológicos Industriales. El motivo de nuestra visita es poner en conocimiento de los señores 
Senadores la situación en que se encuentran el Parque Tecnológico y nuestra Asociación como 
emprendedores de los parques tecnológicos. 


El Parque Tecnológico del Cerro ha sido un proyecto sui géneris en el país y en la región, 
que vincula lo público y lo privado. Se trata de un proyecto que ha pasado por diferentes fases. En los 
últimos cinco años se realizó un trabajo de ordenamiento bastante importante, y actualmente nos 
encontramos en una situación muy diferente, porque se ha hecho una planificación en conjunto con la 
Unidad de Gestión de Calidad de la Intendencia Municipal de Montevideo. Es la primera vez que 
tenemos un plan estratégico en cuanto a qué es lo que se quiere lograr y cuáles son los recursos que 
se necesitan para poder comenzar a funcionar como parque tecnológico dentro de las normativas 
legales existentes. 


Como Asociación, una vez que se logró ordenar un poco más la cancha -por decirlo así-, 
comenzamos a trabajar en un tema muy interesante, que es la sinergia de ochenta emprendimientos 
con ochocientas personas y todo lo que ello puede generar. Son emprendimientos de diferentes rubros 
y volúmenes, y empresas de diferente porte, lo que se traduce en una situación muy rica para trabajar. 


A continuación, cedo la palabra a mi compañero, el señor Laurenzo. 


SEÑOR LAURENZO.- La Asociación de Promoción de Parques Tecnológicos -APROPIT- es, en 
realidad, la Asociación de los Emprendedores del Parque Tecnológico del Cerro que, en su definición, 
tiene una vocación mayor porque se constituyó en una asociación de promoción de los parques 
tecnológicos e industriales del país. Su objetivo es reunir en determinadas áreas la actividad de 
pequeñas y medianas empresas, que permitan cierta sinergia y un mejor ordenamiento desde el punto 
de vista municipal, territorial y nacional. Al mismo tiempo, se trata de lograr un importante desarrollo y 
capacitación de los empresarios y del personal que participa en dichas empresas. Evidentemente, es 
mucho más fácil manejar la capacitación de la gente cuando se encuentra nucleada que cuando está 
separada a lo largo y ancho de un departamento o de un país. 


Actualmente, nuestra asociación cuenta con cincuenta socios y en el parque hay 
prácticamente ochenta emprendimientos, algunos de los cuales son de carácter de servicio o 
comunitario. Cabe agregar que participan todas las pequeñas y medianas empresas, ya sean de 
servicios, industriales o comerciales con énfasis en la actividad industrial. 


No estamos en contra de los enormes emprendimientos -enormes, al menos, para nuestro 
país- que hemos visto llegar al Uruguay; ojalá sigan llegando. Pero a nuestro juicio, el entramado 
productivo y social estable de una comunidad está dado por las pequeñas y medianas empresas. Esto 
es así en Europa, Estados Unidos de América y donde se quiera mirar. Consecuentemente, 
alegrándonos por las grandes empresas, levantamos la bandera de las pequeñas y medianas como 
gestoras de un desarrollo y sostenibilidad arraigados al país, porque el pequeño y mediano empresario 
está trabajando en la empresa. Incluso, definimos a nuestra Asociación de Promoción de Parques 
Tecnológicos -APROPIT- como asociación de emprendedores que trabajan, ya que todos los días 
estamos en el Parque Tecnológico Industrial del Cerro -PTI-, donde se nos puede ver. Obviamente, 
nada tiene de malo que los dueños no estén en sus empresas, pero esta es otra forma de dirigir un 
emprendimiento. Por ese motivo nos asociamos, empezamos a trabajar juntos y estamos intentando 
cogestionar el Parque Tecnológico Industrial del Cerro con la Intendencia Municipal de Montevideo. 
Entendemos que pedir al Estado que haga todas las inversiones y que ponga todo en condiciones 
para que las empresas nos instalemos y desarrollemos nuestra actividad, no solamente es algo 
excesivo, sino ingenuo, porque sabemos que no hay posibilidad de hacer esas inversiones. En 
consecuencia, el PTI se ha ido formando con inversiones compartidas de la Intendencia Municipal de 
Montevideo -que es la dueña del inmueble y, por tanto, corresponde que invierta- y de los pequeños y 
medianos empresarios que nos hemos afincado allí. Nosotros hemos hecho inversiones en 
construcciones y en maquinaria y hoy tenemos la tranquilidad y la alegría de poder decir que hay 800 
personas trabajando todos los días en el PTI del Cerro. Hace mucho tiempo que esto no sucedía en 
esa zona, si bien, como los señores Senadores saben, supo ser una de las áreas industriales y de 
mayor ocupación de este país. Ahora eso está volviendo a ocurrir y a nosotros, como empresarios, nos 
interesa mucho que las autoridades y los Legisladores -nuestros representantes- sepan que hay 
empresarios comprometidos con este proyecto, que estamos trabajando en ese sentido y que más de 
una vez vendremos a plantearles distintas cosas. Obviamente, no vamos a pedirles que nos resuelvan 
la vida, pero sí que nos ayuden a resolverla, que es otra cosa. 


En la actualidad existen muchas trabas legales y problemas que hacen difícil que un parque 
como el del Cerro pueda desarrollarse rápidamente. Es evidente que la cogestión de la función pública 
y privada no está claramente definida, porque la realidad es que en un inmueble municipal hay 
pequeñas y medianas empresas que invierten US$ 50.000, US$ 100.000, US$ 150.000 o US$ 200.000 
en construcciones y, cuando van al Banco de la República, esto no les sirve de garantía. Sucede que 
estas empresas necesitan comprar maquinaria o materias primas, pero el Banco de la República 
argumenta que la tierra en la que están instaladas no les pertenece y, por tanto, esos US$ 
50.000, US$ 100.000 o US$ 150.000 que puso el empresario, no cuentan. Evidentemente, estas cifras, 
comparadas con US$ 200:000.000 o US$ 500:000.000 no son nada, pero para las pequeñas 
empresas es mucho dinero. Para nosotros es muy importante la asistencia financiera, porque la 
precisamos para crecer y para desarrollar nuestras empresas. Sin embargo, ese aspecto no está 
resuelto. Aclaro que menciono esto a título de ejemplo, porque tenemos una lista de cosas que hay que 
ir resolviendo con el tiempo. 


Por nuestra parte, hemos asumido el desafío de seguir adelante con esto y no hemos venido 
a quejarnos o a llorar. Que quede claro que no estamos aquí para que ustedes piensen ¡pobres 
muchachos, no tienen garantía! Ese no es el objetivo; simplemente nos interesa que sepan que lo que 
está ocurriendo en el PTI del Cerro le va a suceder a quienes inviertan en el Parque de Juan Lacaze, 
donde estaba la vieja Campomar, y a quien invierta en el de Río Negro o en cualquier otro lado. A todos 
ellos se les presentará la dualidad de que construyen el inmueble, pero la tierra es del Municipio. En 
consecuencia, esta presentación de la Asociación tiene ese único objeto y no una intención concreta de 
plantear problemas o dificultades. Queremos mostrar un escenario que tiene un aspecto altamente 
positivo y dar una muy buena noticia, porque hay decenas de pequeñas y medianas empresas del país 
que están trabajando juntas en un parque en el Cerro y que emplean a 800 trabajadores. 


Por otro lado, como suele pasar en la vida, también tenemos noticias que no son tan buenas, 
porque hay decenas de problemas por resolver. Por ejemplo, estamos trabajando con el saneamiento 
para solucionar un problema medioambiental que es central para un parque industrial y también en la 
relación entre la Intendencia de Montevideo y los emprendimientos, pues son comodatos que tienen 
determinadas características, obligaciones y plazos. Esto todavía no está pronto, pero tenemos ya una 
cantidad de cosas adelantadas. 


Quisiera que mi compañero, el señor Funcasta, profundizara un poco más en un concepto 
que, personalmente, definiría como una de las ideas fuerza de nuestra Asociación, y que se relaciona 
con el motor del trabajo. 


SEÑOR FUNCASTA.- Lo que plantea el señor Laurenzo es, para nosotros, un tema muy caro. La 
actual administración del Parque ha hecho énfasis en el agregado de valor al mismo desde varios 
puntos de vista. Para nosotros, es importante resaltar el valor del trabajo y de la mano de obra aplicada 
como herramienta para solucionar una serie de problemas generales en los que ustedes como 
Senadores están permanentemente involucrados y que tienen que ver con las condiciones generales 
de vida de las personas. Nos estamos refiriendo, concretamente, a la educación, la seguridad y a qué 
hacer para solucionar este entramado tan difícil de problemáticas sociales. Por nuestra parte, 
entendemos que el mejor aporte que podemos hacer es generar fuentes de trabajo sustentables, que 
sean verdaderos educadores de los hombres y mujeres de nuestra sociedad. Creemos que nuestras 
empresas, como fuentes de trabajo, funcionan como articuladores sociales. Quien se prepara para un 
trabajo tiene que ir a la escuela y al liceo y, en el Parque, solo hay empresas formales, no sólo porque 
es un requisito que exige la administración de la Intendencia de Montevideo, sino porque como 
asociación de emprendedores también combatimos la informalidad. Las personas que se preparan 
para la vida y para el trabajo deben educarse y, por tanto, se integran socialmente. En consecuencia, 
uno de nuestros objetivos fundamentales en el trabajo diario es combatir la digresión social y todo tipo 
de degeneración social como resultado de no poder educarse o acceder a un trabajo. Esta es una de 
las banderas que sostenemos con fuerza: queremos generar fuentes de trabajo y contribuir con eso a 
la solución de gran cantidad de problemas a nivel social. En ese sentido, les hacemos llegar la buena 
noticia de que en ese Parque estamos trabajando para eso, pero también decimos que deberemos 
solucionar gran cantidad de problemas. 


SEÑOR BRESQUE.- Integro el Consejo de la Cámara de Industrias -pertenezco a la mayor 
empresa instalada en el Parque Industrial- y casi todos nos conocemos. El motivo por el que la 
Asociación sale a dar estos mensajes se debe al cambio que se dio. No tendría sentido negar que el 
Parque Industrial arrancó mal, pero cuando nos dicen que el Parque comenzó mal, desafío a que 
alguien me diga por qué arrancó y los demás no. 


Uruguay convive con una informalidad de alrededor del 40% y llega al 50% en algunos casos 
Dentro de ese contexto arrancó el PTIC que, al día de hoy, es una herramienta muy potente. En el año 
2002 el Senado votó la Ley de Parques Industriales y no es casualidad que al día de hoy no se los 
haya generado. Es evidente que a nivel del Estado existe voluntad política para que se generen, pero 
están faltando algunas cosas. La ley establece que puede haber parques privados y públicos. Hay uno 
solo privado -integro la Comisión de Industria, por la Cámara, que aprueba los Parques Industriales-, 
que es el de Carlos Pache, en la Ruta N* 101, que está orientado a la alimentación y a la fabricación de 
perfumes, es decir, algo totalmente distinto al PTIC. Se trata de un espacio que se decidió pasar a 
parque industrial y en el que hay tres grandes empresas instaladas, pero no se puede decir que se esté 
desarrollando. Estratégicamente, está bien ubicado pues se encuentra cerca del aeropuerto. Si bien en 
estos momentos debe haber unos cinco o seis parques industriales que se quieren llevar adelante -se 
están realizando las gestiones y Canelones está bastante a la vanguardia en esa área-, no serían del 
volumen del que mencioné. Creo que en su momento la idea del Senado fue utilizar las estructuras 
viejas a fin de que el costo de implantación fuera menor, pero ¿qué fue lo que falló? Que el PTI del 
Cerro se encontraba destrozado estructuralmente. Entonces, las empresas que tuvimos la suerte de 


poder invertir, hoy nos encontramos con el vació legal que mencionaba el señor Laurenzo, porque se 
trata de una inversión que prácticamente está perdida ya que ni siquiera se puede utilizar como 
garantía. A pesar de que se pueden realizar comodatos con una extensión mayor al período del 
gobierno departamental, el Banco no lo acepta como una garantía para importar mercadería, ni nada 
por el estilo. 


Viajé con el Intendente de Canelones y el doctor Ehrlich a Barcelona y me llevaron a ver 
parques industriales que eran prácticamente una panacea. En una reunión en la que estaba el Alcalde 
pregunté -siempre hay alguien que hace las preguntas duras- cuánto se cobraba el metro cuadrado y 
cómo habían hecho para sacar las industrias del centro de la ciudad. No le pagaron a nadie menos de 
US$ 20:000.000 para que se fuera de la ciudad porque, debido al boom que vivía España con la 
construcción, los terrenos valían enormemente. En base a eso se desarrollaron los parques. Hoy en 
día la Intendencia está absorbiendo buena parte del costo, lo que creemos que esta mal porque los 
montevideanos no tendrían por qué hacerlo. Incluso, alguien de afuera se podría preguntar por qué los 
80 que están adentro sí y los demás no. Sin embargo, la realidad es que casi no tenemos beneficios y 
lo que sucede es que todavía el parque no llegó al volumen crítico como para mantener sus gastos. 
¿Por qué no llegó al volumen crítico? Porque los edificios que se podían adecuar ya se adecuaron y no 
van a entrar empresas grandes a construir, salvo el caso de Envidrio, que todos conocemos. Si bien es 
una empresa que se crea y será favorable para el país, lo cierto es que se instala con US$ 4:000.000 
de Venezuela y US$ 4:000.000 del Banco República; es decir que no hay una inversión real de alguien 
que quiera arriesgar, invertir y ver hacia dónde va. 


El mensaje que les queremos dejar es que los parques industriales -la mayoría van a 
tender a ser propiedad de las intendencias o del Estado- precisan una legislación especial. No sé si se 
podrá tratar de un comodato a 90 años o un acuerdo con el Banco República para que las inversiones 
que se hagan se puedan tomar en cuenta si se realizan allí, así como si se llevan a cabo un kilómetro 
más adelante en la ruta. Ese es el primer planteo que les hacemos para que lo analicen. 


Por otra parte, después de diez años se presenta un fenómeno muy bueno que es la sinergia 
que se comienza a dar entre los diferentes emprendimientos. Actualmente, el beneficio real del 
parque, luego de todo lo que pasó y que a ninguno nos enorgullece, es la baja de los costos, dado que 
los servicios comunes no se contratan afuera del parque. Por ejemplo, hay uno o dos elevadores, una 
empresa que realiza el mantenimiento eléctrico, otra el mecánico y eso comienza a generar la famosa 
cadena de valor. Lo interesante dentro del Parque es que esa cadena no se genera con elementos del 
mismo rubro. Si uno toma la cadena del cuero o de la soja es más fácil, pero dentro del parque todos 
los rubros son diferentes. Eso demuestra que el hecho de tener un ambiente donde los pequeños 
empresarios puedan tomar ejemplo, crecer, realizar cursos en conjunto y aprender de la experiencia 
del otro, es enriquecedor. En la actualidad, el parque tiene un costo aproximado de unos $60$7el 
metro cuadrado, lo que ni siquiera llega a ser una décima parte de lo que podría ser el alquiler de un 
terreno. ¿Cuál es el problema de la Intendencia? Que tiene que poner un millón de dólares en 
saneamiento y otra cifra igual para recuperar los edificios, pero muy sanamente la Intendencia o el 
pueblo se cuestionan quién va a pagar ese monto y qué se estaría logrando al invertir esa cantidad de 
dinero. Ese es el gran lío al que se enfrenta el parque y todavía no se puede llegar al punto de 
equilibrio en que todas las empresas que estamos podamos sobrevivir con un costo mayor. 


Lo importante es que se dio un proceso de formalización -creo que se deben de haber 
sacado más de 30 emprendimientos, aunque no se hizo público-, pero no salimos de la estadística de 
Uruguay. La alta mortandad de empresas que hay se debe a la falta de una cultura después que uno 
decide realizar un emprendimiento y tampoco el Estado se encarga de que ese desarrollo sea 
eficiente; sin embargo, en un parque eso se puede lograr. En Uruguay nos especializamos en firmar 
convenios y hacer diagnósticos, y puedo decir que es la primera vez que en el parque “bajamos a 
tierra” un convenio con la UTU, ofreciéndoles a los docentes -en particular a los de Paso de la Arena- la 
utilización de los talleres de nuestras empresas como laboratorio de ensayo, lo que es innovador. Mi 
empresa está en la rama eléctrica y vemos que se sigue trabajando con el cablecito y el portalámparas 
puesto en la madera, cuando estamos a años luz de eso. Entonces, estamos tratando de que la clase 
teórica se realice en la UTU y la clase práctica en la realidad, es decir, en las empresas de 
manufactura. 


Hay una empresa que trabaja con madera, que se dedica a hacer puertas y ya hizo un 
convenio, por lo que va a tomar a cinco estudiantes. Otra cosa que se logró es que el docente de la 
UTU concurra a la empresa, es decir, que sea parte para unir el sector de manufactura con el de la 
docencia. Al respecto, hace poco tiempo estuvimos hablando en la Cámara de Industrias sobre ese 
punto. 


Lo cierto es que tal como está, el parque permite realizar un montón de cosas que es muy 
difícil llevar adelante si las empresas están separadas. Sin embargo, la realidad es que el parque no va 
a cambiar ni va a crecer más -ojalá me equivoque- si no se modifican otras cosas, porque se 
llegó hasta donde se podía. Se purificaron las empresas -por lo que actualmente un alto porcentaje 
están formalizadas- pues entendieron la diferencia entre pagar IVA y comprar sin IVA y no descontarlo. 
Lamentablemente, la inversión cuesta dólares y no se puede pagar el supermercado con intenciones. 
Entonces, en eso hoy estamos trancados. Hay muchas empresas que se quieren instalar, pero cuando 
se dice al inversor que el terreno es municipal y que no tiene beneficios, este se instala a uno o dos 
kilómetros donde tiene la seguridad de que la inversión que deposita es propia. 


En esto ya hemos fallado antes y el señor Senador Martínez conoce la problemática porque 
fue el que más incursionó en su momento por un tema de amistad, más que por su cargo. Creo que 
esos son los principales problemas que tenemos y nuestra asociación, APROPIT, queda a las órdenes. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Lo primero que quiero señalar es que conozco bien este tema por varias 
razones. Mi primera vinculación fue de carácter solidario y, con la colaboración del ingeniero Franzini, 
tratamos de ayudar a recuperar una empresa. No me voy a referir a la interna de este tema, pero 
conociendo la evolución que ha tenido, creo que se han racionalizado gran cantidad de aspectos, pues 
era imprescindible; incluso la Intendencia terminó un proceso que contribuyó a lograr esa 
racionalización. 


Tiempo atrás el Ministerio desarrolló una política de parques industriales e incluso algunos 
tuvieron apoyo económico, como es el caso de Campomar, y otros en Juan Lacaze, en Paysandú y en 
Las Piedras. Creo que justamente es el momento de revisar algunos aspectos legales de la ley de 
parques industriales y me consta que el Ministerio está embarcado en ello. Me gustaría saber si la 
delegación que hoy nos visita ha tenido alguno contacto con esa Cartera, porque sería muy importante 
que su experiencia -como lo serán la de Campomar y las de Juan Lacaze, Paysandú, Las Piedras y 
también la de Paso Pache, que es bastante exitosa- se volcara en ese proceso. Si bien algunos 
aspectos de los parques industriales son de manual internacional -entre otros, el tratamiento de 
residuos, los servicios logísticos, comunicaciones, energía, que son fundamentales a nivel mundial-, 
la experiencia de ustedes tiene una peculiaridad que vale la pena tener en cuenta. Nosotros, que 
conocemos lo que fue y lo que es ahora Botnia, sabemos de qué se trata. En determinado momento 
valoramos la posibilidad de mudar a la empresa al parque tecnológico, pero finalmente se llegó a la 
conclusión de que era imposible debido al estado de la infraestructura. 


Reitero que me gustaría saber si han tenido algún tipo de contacto con el Ministerio a fin de 
volcar toda esta experiencia, que puede ser útil para la reforma de la ley, que es imprescindible. 


SEÑOR BRESQUE.- Estamos trabajando en el tema. Independientemente que sea yo el que 
represento a la Cámara de Industria, debo señalar que se nos está teniendo en cuenta. 


Quisiera referirme algo que olvidé mencionar en mi anterior intervención. 
Reglamentariamente, no se podría distribuir el consumo de energía porque es monopolio de UTE que 
es la única que puede facturar energía. Una de las ventajas que tiene el PTI -y se da con la mayoría de 
los locales que están abandonados- es que existe una entrada de media tensión, que en realidad es 
una entrada de gran consumidor. UTE tolera esa situación porque PRODIE, como empresa se 
comprometió a que la instalación internamente sería segura y, además, la distribución de energía se 
está haciendo sin fines de lucro. Esto significa que UTE se mantiene reticente a cambiar el sistema. Un 
caso similar podrían ser los Shopping. Habitualmente estos emprendimientos tienen una entrada en 
media tensión en las grandes zonas e, internamente, tiene los locales. Sería muy injusto que esa 
gente recibiera el premio de gran consumidor, porque no lo son. En el PTI se está trabajando con el 
compromiso y la declaración jurada de todas las partes de que el beneficio del comprador en media 
tensión se traslade hasta la pequeña empresa, algo que en la red normal no se hace. Concretamente, 
el gran consumidor tiene tres tarifas con triple horario y lo que se pretende es ubicar los grandes 
consumos en el horario nocturno, es decir, cuando el consumo energético de la ciudad baja. 
Lamentablemente la trasmisión de energía precisa cables y tenemos que dimensionarnos para hacer 
frente a la peor situación. Por eso se tiende a sacar a las grandes industrias del horario de mayor de 
consumo de la población. Justamente eso es lo que se hace en el PTI y nadie lucra al trasladar, porque 
factura la Intendencia. Ahora bien, nos encontramos con un problema que es bastante ridículo, pero 
existe. Actualmente, la Intendencia se está haciendo cargo del IVA, porque no es consumidor final y, en 
consecuencia, está teniendo un enorme costo debido al pago de la factura de UTE. Por una factura 
aproximadamente $ 2:000.000, la Intendencia se tiene que hacer cargo de $ 500.000 por concepto de 
IVA, suma que en realidad, debería ser pagada por nuestras empresas. Sin embargo ello es así porque 
la Intendencia legalmente no puede facturar energía porque en el país esto no se permite y, además, 


no genera IVA. Ese es un beneficio que tienen los parques industriales y al día de hoy el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y UTE están buscando la forma de reglamentarlo para que sea legal. ¿Por 
qué nadie puede asumir el rol privado de absorber la factura de UTE y distribuirla? Por el problema de 
siempre: puede pasar que se tenga dos empresas grandes y que después no paguen. En este tema 
hay un vacío legal, porque cuando una persona no paga a los dos meses se le corta el servicio pero en 
este caso va a ser difícil que alguien se anime a comunicarle a una industria que se le va a cortar la 
energía por no pagarla. Obviamente, si hubiera un marco legal que respaldara este procedimiento, 
sería más viable. 


SEÑOR GAMOU.- En particular me preocupa un tema que se ha planteado hace un momento. 
Concretamente, frente a una inversión, la persona se encuentra con la imposibilidad de obtener un 
crédito bancario por esa concepción un poco trasnochada de que hay que hacer más énfasis en la 
garantía que en la viabilidad de la capacidad de pago de quien solicita el crédito. ¡Así le fue al país en 
el pasado que terminó con el Banco de la República repleto de tractores! ¡Así le fue al mundo con la 
crisis que hubo! Seguramente nuestros invitados habrán analizado cómo se hace esto en otros países, 
pero con ese concepto, por ejemplo en Hawai, nadie podría sacar un crédito porque en ese país nadie 
es propietario de la tierra, sino que se tiene el derecho de usufructo durante determinado número de 
años. 


Como primera interrogante, me gustaría saber si ya han pensado en esto, si lo han analizado 
desde el punto de vista del Derecho comparado, para saber si existe un mecanismo que permita que 
en una situación como la que han planteado se pueda acceder a créditos en condiciones aceptables 
para poder desarrollar una industria. 


La segunda pregunta tiene que ver con este tema que se está planteando, porque me 
preocupa el tema del IVA. En ese sentido, me gustaría saber si han pensado algo sobre cómo se 
podrían bajar estos costos. En realidad, cuando se aprobó en el año 1996 el ajuste fiscal que implantó 
el IVA, por más que nuestro partido lo votó en contra, en ningún momento se planteó que fuera para 
las empresas y mucho menos para las Intendencias. 


Esas eran las dos preguntas y pongo especial énfasis en la primera, porque llegamos a un 
nivel donde las inversiones que podrían agrandar ese parque se ven imposibilitadas de obtener 
créditos en condiciones aceptables. 


SEÑOR LAURENZO.- En realidad, nuestro estudio de Derecho Comparado sobre el tema es más que 
escaso, por lo que nos hemos concentrado en un razonamiento prácticamente de sentido común. 


El propietario del inmueble en el que está asentado el PTI o cualquier otro parque municipal 
es la Intendencia del departamento respectivo y la vinculación que tiene con el usuario es a través de 
un comodato, que tiene cierto plazo y determinadas obligaciones. Entre esas obligaciones, una muy 
importante es que todas las mejoras que tenga el inmueble durante el comodato quedarán a beneficio 
del comodante que, en este caso, es la Intendencia. Entonces, razonablemente el deudor solidario de 
todo esto debería ser el dueño del inmueble que es quien, en definitiva, va a recibir el beneficio de 
todas las mejoras que se hayan hecho. En cuanto a cómo instrumentarlo, es harina de otro costal y, 
francamente, no hemos profundizado nunca en cuál es la metodología mejor. También hay otra manera 
de hacerlo y que hemos visto: generar alguna forma de propiedad mixta del parque. Si la propiedad no 
fuera solo del Estado sino de este junto con quienes integran el parque, la situación sería más sencilla 
porque se podría ir por la vía de un fideicomiso o de una sociedad anónima en la que se repartieran las 
acciones proporcionalmente a las inversiones. Lo que me parece obvio es que si es la Intendencia la 
que se queda con el inmueble, debería ser esta la que saliera de garantía. Además, nadie tiene más 
derecho a manejar esa garantía que la Intendencia, ya que es el comodante y tiene a ese comodatario 
en una posición en que puede exigirle que pague sus gastos comunes y la cuota del banco porque, de 
lo contrario, como es el deudor solidario, le deja la deuda. Insisto en que hablo desde el sentido común; 
no de un análisis jurídico profundo y menos de Derecho Comparado. 


SEÑOR BRESQUE.- En realidad, es como dice el señor Senador Gamou, pero lo que sucede es que 
en el sector privado aprendemos que en este país es más fácil adaptarse a las normas que tratar de 
cambiarlas. Esto último lleva años, mientras que adaptarse suele ser muy rápido cuando existe el 
apoyo político. Podría resolverse de una manera muy simple y que planteé en un principio a Mariano 
Arana y a Ehrlich. Tal como razona el señor Laurenzo, si el propietario de la inversión es la Intendencia, 
también debería ser el garante. De esta forma no se pierde nada; todos ganan y, en el hipotético caso 
de que el emprendimiento fracase, ¡bienvenidos a la realidad! La obra existe, son ladrillos y el 
propietario es la Intendencia. En todo caso, la discusión sería: si el que construyó fracasa, le doy el 


local al que viene pero con la condición de que lo siga pagando. En realidad esto no camina porque 
estamos yendo a contrapelo. Estoy de acuerdo con el señor Senador Gamou en cuanto a que los 
bancos tienen una forma muy estúpida de ver las cosas y así les costó, ya que han pagado su precio 
con creces. Hoy no se entiende cómo si alguien debe US$ 25:000.000, al momento de rematarlo 
vale US$ 2:000.000; alguien firmó mal. En la actividad privada se aprende que los ejemplos del pasado 
ya fueron y solo se puede aprender de ellos. Entonces, la forma de resolverlo rápidamente sería que 
los propietarios de los terrenos fueran garantes de las inversiones a realizar. Además, en este caso es 
peor aún, porque ni siquiera se pide el dinero para construir, ya que lo pone el sector privado. Lo que 
estamos diciendo es que en cualquier otro lugar que no sea dentro del PTI, si consigo el dinero -es un 
problema mío cómo lo obtengo; puede ser propio o través de un préstamo bancario-, se pueda utilizar 
aunque esté en ladrillos; eso se llama apalancamiento. Cuando se hipoteca el local, el dinero que ya se 
invirtió se puede tomar como garantía para una importación, una carta de crédito, un vale bancario o 
para trabajar con el Estado. Entonces, quizás nuestro reclamo se entendió mal, pero la idea no es que 
uno tenga la hipotética ilusión de instalar un local y que la garantía salga de otro lado. Es al revés: 
quiero invertir, construyo, pero no puedo utilizar ese capital para otra cosa que no sea construir. ¿Por 
qué funciona allí y varios lo hicimos? Porque Uruguay está lleno de locos. Nuestra empresa invirtió 
cerca de US$ 250.000 en un local porque en su momento el contexto nos sirvió y teníamos tres locales 
en diferentes lugares. En realidad, comenzamos a construir con el dólar a 13 y terminamos con el dólar 
a 28, es decir que no nos fundimos por esas cosas. En ese caso hubiera sido muy interesante contar 
con ese apalancamiento. 


Lo que preguntamos es que con las herramientas jurídicas actuales y siendo el Estado el 
propietario de los parques industriales -ya sean las Intendencias o el Banco de la República, cuando 
este sea el titular de un frigorífico-, ¿cómo se puede lograr que el sector privado los deje lindos y en 
condiciones, que no sea dinero perdido, que se lo pueda tener en el balance a diez años, colocándolo, 
por ejemplo, contra una cuenta de un alquiler? Me refiero a que el capital pueda seguir siendo utilizado. 
Entonces, bastaría con que el Intendente o la Intendenta aceptara una fórmula de pago a través del 
Banco de la República, siendo garantes solidarios de tal o cual inversión. ¿Queda claro el concepto de 
que la inversión existe? No es que se pida para invertir, sino que una vez que se invierte, ¿cómo hago 
para que ese bien, como está en suelo estatal, me pueda servir como garantía? 


SEÑOR LAURENZO.- Hay otro factor determinante a tener en cuenta y es el plazo de los comodatos: 
son de cinco años, es decir, un período de gobierno de la Intendencia. ¿Quién hace inversiones 
sustanciales e importantes que deben ser amortizadas en cinco años? No olvidemos que a los cinco 
años y un día pueden quedar a beneficio del propietario del inmueble. La conclusión sería la que 
planteó el señor Bresque: el Uruguay está lleno de locos; por lo menos, cincuenta somos locos y ahí 
nos encontramos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recién nos decía que este planteo se lo hicieron a los ex Intendentes Arana y 
Ehrlich: estamos hablando de casi veinte años, ¿y no tuvo respuesta? 


SEÑOR BRESQUE.- No, señor Presidente. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Son dieciséis años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por encima del tema de los dieciséis años, como en este momento la iniciativa 
del Poder Ejecutivo sobre la asociación público-privada está a estudio de la Cámara de 
Representantes, ¿no sería una buena ocasión para plantear este tema allí? ¿No es una buena 
oportunidad para discutir este tema? Hoy estuvimos analizando entre varios Legisladores el hecho de 
que se está por votar ese tema en la Cámara de Representantes, por lo que creemos que sería 
interesante que se pidiera una entrevista en la Comisión respectiva para plantear este asunto. 


SEÑOR BRESQUE.- Efectivamente, en el marco de la ley de asociación público-privada se va a 
permitir hacer este tipo de cosas, pero debemos recalcar que Uruguay ya tiene experiencias muy 
exitosas, como las de UTE y ANTEL que trabajan para afuera. En cuanto al tema energético, que es el 
nuestro, la gestión de UTE es muy valorada en el exterior. Acabo de venir de un curso de la OIT en 
Perú y puedo decir que, en cualquiera temática, Uruguay tiene una buena imagen y se considera 
palabras mayores. Entonces, ¿qué es lo que sucede? Siempre digo que no sé qué hace una 
Intendencia haciendo un parque industrial pero, por otro lado, también señalo que menos mal que se le 
ocurrió hacerlo porque nadie más se lo planteó. Además, por algo este parque funciona y no sucede lo 
mismo con los otros. Ahora bien, ¿qué sucede? la Intendencia no tiene herramientas para hacer un 
parque industrial. Lo está haciendo con mucho esfuerzo pero no cuenta con gente capacitada y experta 
para ello. Y actualmente, ¿qué tenemos entre las manos? Un monstruo, con 80 empresas, 800 


empleados y una facturación total de alrededor de US$ 10:000.000. Es algo raro; no debería 
haberse generado esto porque cuando se miran otros aspectos, vemos que está todo en contra. A su 
vez, la Intendencia pone alrededor de $ 1:000.000 para cubrir los servicios ya que todavía no hemos 
logrado aumentar el volumen para que no implique un costo para el pueblo de Montevideo. Como 
recordarán los señores Senadores, tuvimos dos incendios grandes donde no pasó nada, pero podría 
haber sucedido, y de ser así, habríamos salido en los diarios de todo el mundo. Es decir que la 
Intendencia de a poco colocó recursos, elaboró una red contra incendios, etcétera, pero seguimos 
teniendo, por ejemplo, los viejos ascensores del frigorífico. Entonces la pregunta que surge es hasta 
qué punto es la Intendencia y no el Ministerio de Industria el que tiene que invertir para fomentar el 
desarrollo de un conjunto de empresas. Por otra parte, si se pone dinero, ¿cuál es la contrapartida? 
Nosotros consideramos que, al día de hoy, la contrapartida está justificada. Digo esto porque el cálculo 
salarial de 800 personas formalizadas -no 800 feriantes- da una cifra muy interesante de dinero que 
vuelve al Estado por los canales formales. Sin menospreciar, esto es diferente a elaborar un tejido y 
venderlo en la calle. En este país es muy complicado competir formalmente. La carga que tiene nuestro 
Estado no es broma, debe ser una de las más altas, pero nos tocó vivir en esa situación. Entonces, 
considero que debería utilizarse la herramienta de los parques industriales para volver a brindar 
ventajas al sector privado de manera que puedan ser nuevamente competitivos. Sucedió algo cómico 
a este respecto porque hasta determinado año se utilizaba el argumento de que las empresas se 
ocultaban dentro del parque, y ahora resulta que estar allí es un problema porque hay una exposición 
permanente y los que no actúan dentro de la formalidad, se van. Es más; si el Estado lo estudiara de 
manera detallada, podría ser un excelente mecanismo para tener a las industrias controladas o, más o 
menos, dentro de un marco certero de que están cumpliendo ciertas reglas de juego. 


Un kilómetro más adelante del Parque Tecnológico Industrial, se está desarrollando un 
enorme polo tecnológico donde lo importante fue el punto estratégico. Nadie creó un parque industrial y 
no se precisó hacerlo porque el polo se desarrolló solo. En realidad eso es lo que sucede con las 
grandes inversiones. Por ejemplo, Botnia busca la madera, otra industria busca el mineral y otra busca 
el puerto de aguas profundas. Es bastante soberbio pensar que el Uruguay puede brindar algún 
beneficio dentro de un parque como para creer que un monstruo de estos decida instalarse allí. Si se 
analiza el decreto que se elaboró para la creación del parque, vemos que está involucrado el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que se fomenta la instalación de parques en el 
interior, en zonas despobladas, etcétera. Entonces, ¿qué sucede? Se supone que se dictan leyes y 
decretos para que se cumplan los objetivos finales y no para que queden en la letra. La realidad es que 
no hay parques y eso sucede porque faltan elementos para que se puedan generar. En definitiva, los 
problemas que tenemos son los que les hemos planteado. 


En cuanto a la consulta sobre el IVA, quiero aclarar que en ese caso el sacrificio lo está 
haciendo la Intendencia, porque a nosotros nos traslada los costos sin IVA. En algún momento al 
Municipio se le ocurrió trasladar el IVA, hubo una carcajada general y al día de hoy está cubriendo una 
buena suma de dinero que debe ser del entorno de los $ 600.000 o $ 700.000, porque no solo abarca 
la luz. El IVA por concepto solamente energético debe oscilar entre $ 400.000 y $ 500.000 pero, 
además, la Intendencia contrata servicios que, de a poco, estamos intentando derivarlos a la 
Asociación. No obstante, ese impuesto también afecta a los rubros seguridad y telefonía, entre otros 
varios. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada, quiero agradecerles la visita y las aclaraciones que nos han 
realizado, que nos han servido mucho. 


Por otra parte, querría hacer algunos razonamientos sobre aspectos atinentes al trabajo 
parlamentario, aspectos que quizás podrán haber evaluado y descartado. 


El primer punto que me gustaría plantear es si no han considerado la posibilidad de 
presentarse junto con la Intendencia como proyecto de inversión. Eso conlleva una cantidad de 
beneficios, entre ellos, impositivos. En la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, donde 
estamos analizando el proyecto de ley de promoción de la vivienda de interés social, el Ministerio de 
Economía y Finanzas nos informó que tiene la tesis de que cuando se presenta una Intendencia junto 
con actores privados, tienen derecho a los beneficios que otorgan los proyectos de inversión. Quiere 
decir que esta podría ser una posibilidad bien clara dentro de ese sistema. 


Existen también muchos otros instrumentos. Entiendo que es un error por parte de quienes 
prestan o financian -sea un Banco o una Intendencia- atender solamente la capacidad de respaldo 
patrimonial en caso de incumplimiento. Creo que se rigen por esa máxima fenicia -que lleva cientos de 
años en el mundo-, que tiene en cuenta tres elementos: la capacidad de respaldo patrimonial, la 
capacidad de respaldo de repago y la capacidad moral de repago. En ese sentido, hemos visto la 


ventaja que tienen las garantías asociativas. Lo mismo que les sucede a ustedes está ocurriendo en el 
sector agropecuario. Hoy día se presentan El Tejar, New Zealand Farming Systems Uruguay y una 
cantidad de empresas grandes, con las cuales a los pequeños productores les cuesta mucho competir. 
Obviamente, si cualquiera de esas empresas llega a un Banco, les ponen alfombra roja y los hacen 
sentarse con el Directorio, pero cuando llega un productor de hasta 400 hectáreas, con suerte, lo 
atienden en el mostrador. Eso ha dado lugar a las cadenas productivas, mediante las cuales los 
productores se asocian y suman sus emprendimientos para ir juntos a negociar con los Bancos. 
Entonces, si todos juntos representan la misma cantidad de hectáreas, los Bancos demuestran otro 
interés cuando van a comprar, a contratar servicios o a pedir préstamos. Eso surgió a raíz de las 
enseñanzas de Samín, el “banquero de los pobres”, y luego se trasladó a las pymes el que las 
garantías puedan ser asociativas. Por lo que veo acá, si hay muchos emprendimientos y todos son 
garantes, debe ser más fácil acceder a los créditos. 


Otro comentario que quería hacer es que no creo que exista una prohibición por parte de la 
Intendencia de hacer un contrato de comodato por más de cinco años. Pienso que existe la necesidad 
de una mayoría especial en la Junta Departamental. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Estoy totalmente de acuerdo con el señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- En ese sentido, adelanto la voluntad de nuestro Partido en la Junta 
Departamental de analizar esta situación para que sea por más tiempo. No debemos olvidar que, en 
realidad, la propiedad tiene un valor, pero lo tiene en la medida en que se pueda utilizar; parte del valor 
consiste en si se puede vender, y la otra parte, en si se puede usar. Si se puede utilizar por cinco años, 
obviamente, no tiene casi valor, pero si se puede usar por veinte, sí. 


Con respecto al tema del dólar, creo que hay una buena noticia porque estamos yendo 
rumbo a cuando empezó a invertir; si seguimos por ese camino, dentro de poco el valor del dólar va a 
estar en $ 13 nuevamente. 


SEÑOR CABRERA.- El señor Senador Bordaberry hacía referencia al gran potencial que tenemos 
asociándonos, y al respecto quisiera resaltar que nosotros, como Asociación, así como la Intendencia, 
transitamos un proceso de aprendizaje. En nuestra cultura el tema industrial no es para nada conocido 
ni desarrollado, mucho menos por una entidad pública, y el objetivo primario del parque fue incubar, de 
alguna manera, pequeños emprendedores. No olvidemos que el inicio de esto fue entre los años 2000 
y 2002, es decir que esto estaba empezando a caminar cuando todo el país se estaba cayendo. Por lo 
tanto, los proyectos que entraron -salvo raras excepciones, como el del señor Aníbal Bresque- no eran 
proyectos que tuvieran una fuerte cultura industrial. 


El motivo de la visita de hoy es que ese proceso está dando sus frutos; por primera vez, como 
Asociación, tenemos una Comisión de Beneficios, donde estamos analizando la posibilidad de 
asociarnos para conseguir financiamiento a través de la fuerza de ser una Asociación. En la 
planificación estratégica uno de los ítems es justamente poder presentarnos en proyectos público- 
privados donde, como bien decía el señor Senador Bordaberry, el tema de la inversión puede 
funcionar. En su momento nos presentamos en un proyecto asociativo de la ANII, pero ni la madurez 
de la Asociación ni la de muchísimas empresas que había pudieron respaldar ese proyecto y, de 
hecho, no salió. Creo que recién ahora estamos en un momento de madurez de las empresas, de la 
Asociación, de la propia Intendencia y del vínculo entre lo público y lo privado como para que podamos 
empezar a manejar ese escenario, que me parece que es justamente lo más rico, porque nos va a 
permitir empezar a vincularnos y generar esas sinergias. En lo personal, empecé como emprendedor 
en el año 2002, y puedo asegurarles que al escuchar hablar al señor Aníbal Bresque, con toda su 
experiencia, se aprende muchísimo. A la vez, seguramente yo soy mucho más soñador y le inyectaré 
un poco de sueños a Aníbal, que ya está muy visto con la realidad. Me parece que en esas sinergias es 
donde está la riqueza de este proyecto. 


Quiero mencionar también que parte de esos millones de dólares que se van en sueldos están 
volcándose en una parte de la ciudad donde había una fuerte cultura industrial. Entre quienes forman 
parte del personal de mi empresa, casi todos tienen una tía, un abuelo o un padre que trabajó en uno 
de los frigoríficos de la zona, y eso tiene un fuerte componente social. Y no olvidemos que estamos 
hablando de una zona bastante crítica. Entonces, el hecho de que haya un polo de desarrollo donde 
todos los días se empiece a trabajar fuertemente a las siete de la mañana, donde haya dos o tres 
turnos y donde esté la chimenea todo el tiempo funcionando es culturalmente una señal muy fuerte 
para una zona bastante desgastada. Me parece que esa parte social es muy importante. Como bien 
decía el señor Aníbal Bresque, hay 800 personas trabajando y casi el 70% es de la zona. Entonces, 


creo que estamos recuperando gran parte del acervo cultural industrial del Cerro. Hoy por hoy estamos 
casi terminando la obra de fachada del Parque Tecnológico; si los señores Senadores pasan, van a ver 
que está pintada de naranja, azul y verde. Y esto también le ha dado al propio barrio un valor muy 
importante. Estos son aspectos que nosotros no medimos porque somos más empresarios que otra 
cosa, pero lo cierto es que el proyecto tiene un fuerte impacto social. Es un proyecto muy potente; de 
hecho, creo que es el proyecto productivo más fuerte que tiene Montevideo. Y estamos en un momento 
fermental: se ha cumplido con un proceso de aprendizaje y creo que estamos en una fase de 
construcción. Ese es el espíritu de nuestra visita. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se ha anunciado en la prensa que se va a modificar la norma sobre 
inversiones -aunque todavía no hemos tenido acceso a lo que propone el Poder Ejecutivo- para 
mejorar no solamente la cantidad, sino también la calidad del empleo. Sería bueno que se interesaran 
en el proyecto y vieran la posibilidad de quedar incluidos dentro de estos proyectos de inversión. 


Nosotros hacemos leyes, creamos instrumentos. En la actualidad, Uruguay tiene un menú 
muy importante de instrumentos de garantía, como es el caso del fideicomiso; por suerte, no todo es 
crédito bancario. Si fuera necesario, estamos dispuestos a crear algún otro instrumento, pero antes 
necesitaríamos saber si han recorrido todo el menú de beneficios tributarios. Quizá sea buena cosa 
autorizar a la Asociación o a la Intendencia para que distribuya energía. En este sentido, voy a 
adelantar mi voto positivo para hacer una excepción a la ley a fin de que sean autorizados a distribuir 
energía eléctrica y que la Intendencia no tenga que mandar a pérdida el IVA todos los meses, sino que 
se pueda trasladar y lo descuenten de los impuestos. Reitero que estoy dispuesto a dar mi voto para 
que ustedes y otros más estén autorizados a distribuir energía eléctrica. Aquí se ve claramente cómo 
algunas normas que pensamos protegen a los uruguayos, precisamente van en el camino contrario. 


SEÑOR CABRERA.- En cuanto a los instrumentos, nosotros pensamos que los que tenemos son muy 
buenos. El problema es cómo cubrir la distancia entre la realidad y esos instrumentos, como la Ley de 
Parques Industriales, todo lo cual fue muy difícil de reglamentar. Estuvieron integrantes del Ministerio 
haciendo referencia a las compras estatales; por ejemplo, a través de la ley hay un beneficio para las 
pequeñas empresas, pero el recorrido formal que tienen que efectuar constituye una barrera no 
arancelaria o no legal para que, en definitiva, termine no siendo un beneficio. Como ha dicho el señor 
Bresque, la voluntad de ayudar existe, pero muchas veces, en la brecha entre el instrumento y la 
realidad, existe un hueco donde se pierde gran parte de la ayuda. Creo que esta puede ser una de las 
franjas de trabajo más importantes en la cual obtener logros. Me refiero a que sería necesario que nos 
juntásemos los que hacen los instrumentos, quienes los ejecutan y los operadores bancarios, como los 
gerentes, frente a los que muchas veces nos tenemos que sentar a explicar los aspectos que no fueron 
bien entendidos. Entonces, hay que llevar a la práctica ciertos elementos sobre los que creo que hay 
suficientes herramientas, aunque siempre podemos hacer un poco más. Pienso que tenemos que 
trabajar mucho más sobre cómo esto debe llegar al usuario para quien fue pensado. 


Por último, queríamos invitar a los señores Senadores a que visiten y recorran el Parque 
Industrial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia y cuando estos proyectos de ley vengan de la 
Cámara de Representantes, nuevamente tendremos en cuenta la problemática que nos han planteado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Promoción de 
Parques Tecnológicos Industriales.) 


-El señor Senador Abreu, que tuvo que retirarse, me ha solicitado que plantee, en su nombre, 
la posibilidad de que se convoque a la Comisión a los señores Ministros de Defensa Nacional, de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y creo que también de Deporte y Turismo, para 
conversar de los temas referidos al Código de Minería y a Aratirí. Quiero aclarar que este no es un 
planteo partidario sino, como dije, del señor Senador Abreu. 


Nosotros actualmente estamos analizando lo relativo al Código de Minería y la semana 
próxima recibiremos a una delegación de Cerro Chato; generalmente hemos escuchado posiciones en 
contra, pero esta gente estaría a favor de las propuestas. También nos han solicitado audiencia, 
aunque no han podido concurrir por distintos motivos, la Asociación Rural del Uruguay y la Federación 
Rural del Uruguay -que concurrirían juntas- para darnos su posición sobre el Código de Minería, no 
sobre Aratirí. 


Pienso que podríamos terminar con el tratamiento del Código de Minería y después, en todo 
caso, abordar el otro tema. Luego de recibir a las dos delegaciones mencionadas, deberíamos 
comenzar con la votación del Código de Minería, siempre y cuando no se pida la presencia de algún 
técnico para consultarlo sobre este tema. 


SEÑOR COURIEL.- Eso sería importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, los convocaríamos para consultarlos en la medida en que surjan 
dudas cuando se vote el Código, y luego abordaríamos el tema de Aratirí. 


SEÑORA DALMÁS.- Estoy de acuerdo con esta propuesta, pero además quiero insistir en que 
deberíamos contar con la presencia de técnicos del Ministerio a la hora de votar. Ha sido tradición, a 
través de muchas Legislaturas, que la Comisión de Industria y Energía ha tenido a mano a los técnicos 
del Poder Ejecutivo de turno, no para opinar sino para consultarlos y asesorarnos en el momento de la 
votación. Creo que es una buena práctica; esto lo vivimos, por ejemplo, en la época de la votación de 
ley de patentes, que era muy complicada, oportunidad en la que estuvieron presentes técnicos de la 
Dirección Nacional de la Propiedad Industrial, durante el Gobierno del Partido Colorado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ningún problema al respecto. 
SEÑORA DALMÁS..- Quiero decir que eso agilita el trabajo de la Comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero aclarar, por una cuestión de lealtad parlamentaria, que hice un pedido 
de informes al Ministerio de Defensa Nacional justamente sobre el tema de Aratirí -respecto del cual se 
dio cuenta en el día de ayer en el Senado- con el fin de conocer acerca de la concesión de 200 
hectáreas a una empresa, en una zona que va desde La Esmeralda a Punta del Diablo. Quiero saber 
cuáles son las condiciones porque si bien todavía no se aprobó el proyecto, ya se confeccionó un 
puerto. Es en ese sentido que me parece necesario conocer en qué términos, cómo y por qué le fue 
otorgada la concesión. 


Otro tema al que me quiero referir es al trabajo que nos entregó la Secretaría -que destaco 
es muy bueno- sobre el Derecho Comparado, del cual surge que los técnicos del Ministerio y el propio 
Ministro no nos dijeron exactamente las cosas cómo eran. Los señores Senadores recordarán que 
señalaron que en Finlandia las concesiones mineras eran sin plazo, pero en el informe consta que son 
entre dos y cinco años. En ese sentido, me parece correcto que los técnicos de la Dirección General de 
Minería estén presentes, pero creo que es necesario que si hay dudas nos tomemos el tiempo para 
estudiarlas. El oficialismo entenderá que le creo al señor Ministro como lo hice en ese momento, pero 
cuando pedimos a los asesores del Parlamento que nos informaran, nos dijeron exactamente lo 
contrario a lo que se nos había explicado en la Comisión. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El señor Ministro señaló que había habido un cambio a último momento y tal vez 
fue por esa razón el malentendido. No obstante, nos encargaremos de averiguar qué es lo que 
sucedió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es válida la observación del señor Senador. 
SEÑOR COURIEL.- Considero que lo que no es válida es la adjudicación de intencionalidad. 


SEÑOR BORDABERRY.- No hablo de intencionalidad sino de que lo que nos informaron -y consta en 
la versión taquigráfica- no es lo mismo que señalaron los asesores del Parlamento. 


SEÑOR COURIEL.- Eso sí lo acepto, pero no la intencionalidad porque por el tono y la forma en que el 
señor Senador argumentó, parece como si el señor Ministro hubiera dicho algo fuera de lo real, de la 
verdad y con intencionalidad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me cuesta identificar los tonos; prefiero identificar las palabras que se dicen 
y en ese sentido no me parece haber asignado intencionalidad. 


SEÑOR COURIEL.- Eso fue lo que yo sentí. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entiendo que cuando se emite un concepto verbal se crea un medio puente 
por parte de quien lo emite y un medio puente por quien lo recibe. El medio puente que emití yo no iba 
en ese sentido. Respeto que el señor Senador Couriel, quizás por algún motivo, haya construido ese 
medio puente de forma distinta a la mía. 


SEÑOR COURIEL- No tengo intencionalidad, sino que estoy defendiendo la posición del señor 
Ministro. 


SEÑOR BORDABERRY.- Considero que no es suficiente con que solamente estén presentes los 
asesores del Ministerio. Quizás sea necesario tener en cuenta que, lógicamente, sus asesores, en 
caso de discrepancia entre el Ministro y nosotros, van a poner énfasis en respaldar la opinión del 
Ministro. Creo que eso fue lo que sucedió cuando nos manifestaron que en Finlandia las concesiones 
no tienen plazo -consta en la versión taquigráfica-, mientras que de acuerdo con el informe de los 
asesores del Parlamento, van de dos a cinco años. Quizás desde ese señalamiento se pueda inferir 
que haya algún tipo de asignación de intencionalidad, pero no lo hay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero retomar el tema al que nos estábamos refiriendo. Vamos a recibir a 
estas dos delegaciones y en la otra sesión empezaremos a votar el proyecto de ley del Código de 
Minería porque ya no tenemos más instancias. Me parece que ha llegado el momento. Varios señores 
Senadores creen necesaria la presencia de los técnicos; siempre hemos trabajado legislativamente con 
asesores del Poder Ejecutivo para que si en el día de mañana presentamos alguna modificación, 
rápidamente podamos tener una opinión que para algunos será válida y para otros no. Simplemente 
quiero decir que se aprueba ese sistema de trabajo, es decir que cuando empecemos a votar el 
proyecto estén presente los técnicos. Tal vez, si aparecen nuevas modificaciones del Poder Ejecutivo, 
algunos señores Senadores debamos pedir un tiempo para hacer nuestras consultas ya que, 
indudablemente, estos técnicos están directamente relacionados con el Gobierno y con el oficialismo, y 
no necesariamente con la oposición. 


SEÑORA DALMÁS.- El señor Senador Bordaberry no ha vivido en la práctica esta forma de trabajo de 
la Comisión de Industria y Energía; por eso quiero aclarar que la presencia de los técnicos del 
Ministerio se debe más que nada a que los Legisladores desean saber la intención o el objetivo del 
Ministerio en cada uno de los artículos, que no necesariamente coincide con nuestros intereses. Más 
que de recabar información, se trata de tener bien claro el sentido y el alcance de cada uno de los 
artículos, pues todos nosotros accedemos a dicha información de otra forma. Por eso tenemos la 
posibilidad de pedir el tiempo necesario para ser asesorados por quien creamos conveniente. Además, 
tal como decía el señor Presidente, en el caso de que se plantee una redacción sustitutiva, nos permite 
saber si contempla lo que pretende el Ministerio. Obviamente, es sólo para saberlo y no para votar. 


SEÑOR COURIEL.- En primer lugar, quiero recordar que este proyecto venía en el proyecto de Ley de 
Presupuesto y nos pusimos de acuerdo en estudiarlo separadamente, pero ya estamos en mayo. Por 
tanto, estoy intentando que se apruebe lo más rápidamente posible, obviamente con los tiempos 
indispensables que cada uno solicite. 


Por otro lado, quiero preguntar al señor Presidente y al secretario si la última versión que 
tienen del proyecto de ley es la que vino de la Cámara de Representantes o se le han incluido 
modificaciones propuestas por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hasta ahora no se han recibido modificaciones y solo tenemos el proyecto 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR COURIEL.- En ese caso, solicito que se pidan esas modificaciones al Poder Ejecutivo y que 
se repartan inmediatamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo único que tenemos son propuestas que realizó el Ministerio en la Comisión 
del 6 de octubre de 2010, pero eso fue antes de que se aprobara el proyecto en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR COURIEL.- Pues bien, se debería pedir esas propuestas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se había planteado que el proyecto no se aplicara a solicitudes en trámite y 
que sí se aplicara hacia el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros vamos a revisar la versión taquigráfica para ver cuáles son las 
sugerencias del Ministerio. 


SEÑOR COURIEL.- Hemos conversado con el señor Ministro y supongo que ya se ha hecho el 
proyecto con las modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitaremos al Ministerio que nos remita lo que tiene elaborado y lo 
agregaremos al proyecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes, en un comparativo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Aparte de lo que plantea el señor Presidente, propongo que se revisen las Actas 
porque tengo entendido que se llegó a acuerdo con respecto a algunos puntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 30 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


